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de concurso, junto con otros méritos, el historial aca-
démico e investigador y el proyecto docente presentado
por cada candidato. Sin embargo, al configurarse, como
se hace en la Sentencia impugnada, tal mérito o, más
precisamente, la carencia del mismo en circunstancia
que determina la exclusión del procedimiento selectivo
del candidato o candidatos afectados por dicha carencia,
la experiencia docente viene a operar, en realidad, no
como un mérito, junto a otros, a aportar por los can-
didatos y a valorar por la Comisión evaluadora, sino como
un requisito o una condición de acceso al Cuerpo docen-
te de Profesores Titulares de Universidad, que como tal
requisito o condición de acceso no es contemplado ni
exigido por las normas reguladoras de los concursos
para la provisión de plazas de Profesor titular de
Universidad.

En efecto, de conformidad con la indicada normativa,
como ya se ha dejado constancia, para poder concursar
a dichas plazas se requiere, además de reunir las con-
diciones generales exigidas por la legislación vigente,
acreditar que se está en posesión del título de Doctor
[arts. 37.1 L.O.R.U., y 4.1 b) del Real Decreto
1.888/1984, de 26 de septiembre], así como para supe-
rar la primera de las pruebas en las que el concurso
consiste, en la que la Comisión evaluadora ha de valorar
los méritos, historial académico e investigador y proyecto
docente de los candidatos; obtener, al menos, tres votos
de los miembros de la Comisión, resultando, en caso
contrario, eliminado. En definitiva, la interpretación del
primero de los criterios de valoración fijados por la Comi-
sión evaluadora que el órgano judicial efectúa en la Sen-
tencia impugnada, la cual determinó que fuese anulado
el nombramiento de la recurrente en amparo como Pro-
fesora titular de Universidad, convierte un elemento o
mérito, como es el de la experiencia docente, en un
requisito o condición de acceso a la plaza de Profesor
titular de Universidad, que no es exigido por la normativa
reguladora de dichos concursos, por lo que aquella inter-
pretación y decisión judicial, de conformidad con la doc-
trina expuesta en el fundamento jurídico 6 de esta Sen-
tencia, resultan lesivas del derecho a acceder en con-
diciones de igualdad a las funciones públicas ex art. 23.2
C.E., en cuanto incorporan y añaden para acceder a la
plaza convocada un requisito no previsto legalmente y
carente de toda cobertura legal, excluyendo, en conse-
cuencia, del goce de un derecho a aquel a quien la Ley
no excluyó.

La interpretación judicial cuestionada, a mayor abun-
damiento, en modo alguno puede encontrar cobertura,
como parece inferirse de la lectura de la Sentencia, en
el tenor literal, en concreto en el empleo de las con-
junciones copulativas y no disyuntivas con las que apa-
recen unidos los tres elementos o parámetros, del pri-
mero de los criterios de valoración establecidos por la
Comisión evaluadora, en cuanto por los mismos ha de
regirse la valoración de las pruebas del concurso. Ante
todo, en este supuesto que nos ocupa, ha de señalarse
que la propia Comisión evaluadora, autora y redactora
del criterio de valoración, consideró la experiencia docen-
te como un mérito y en ningún caso la ausencia de
la misma como circunstancia excluyente del candidato
o candidatos afectados por dicha carencia. Mas, aunque
no hubiera sido así, es evidente que los criterios que
para la valoración de las pruebas ha de fijar y hacer
pública la Comisión evaluadora, deben respetar y ser
compatibles en todo caso con las normas reguladoras
del procedimiento selectivo, las cuales, en consecuencia,
no pueden ser desconocidas e ignoradas en el estable-
cimiento e interpretación de tales criterios.

La estimación de la queja de la recurrente en amparo,
por lesionar la Sentencia impugnada el derecho reco-
nocido en el art. 23.2 C.E. hace obviamente innecesario,
por superfluo, cualquier otra consideración sobre

la infracción del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.), por poder resultar irrazonable y arbitraria
de la interpretación judicial cuestionada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo y, en su virtud:

1.o Declarar que la Sentencia recurrida ha vulnerado
el derecho de la recurrente en amparo a acceder en
condiciones de igualdad a las funciones públicas con
los requisitos que señalen las Leyes.

2.o Restablecerla en su derecho y, a tal fin, anular
la Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, con sede en Granada, de 1 de julio
de 1996, recaída en el recurso contencioso-adminis-
trativo 2.491/93.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de mayo de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

12310 Sala Primera Setencia 139/2000, de 29 de
mayo de 2000. Recurso de amparo
3.775/1996. Promovido por doña Blanca Nie-
ves Peñafiel Martínez frente a la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Alicante que la
condenó por un delito de estafa. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva (mo-
tivación), en relación con el derecho a la liber-
tad personal: condena en apelación, revocan-
do la absolución declarada en instancia, que
no motiva la apreciación de una circunstancia
agravante muy cualificada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.775/96, promovido
por doña Blanca Nieves Peñafiel Martínez, representada
por la Procuradora doña Paloma Ortiz-Cañavate Leven-
feld y asistida por el Letrado don Guillermo Sendra Guar-
diola, contra la Sentencia de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Alicante de 12 de septiembre
de 1996 que condenó a la recurrente como autora de
un delito de estafa. Ha intervenido el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Fernando Garrido
Falla, quien expresa el parecer de la Sala.
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I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 21 de
octubre de 1996, doña Paloma Ortiz-Cañavate Levenfeld,
Procuradora de los Tribunales, en nombre de doña Blan-
ca Nieves Peñafiel Martínez interpuso recurso de amparo
contra la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Alicante de 12 de septiembre de 1996
que, revocando la Sentencia absolutoria del Juzgado de
lo Penal núm. 4 de Alicante de 19 de abril de 1996,
condenó a la recurrente como autora de un delito de
estafa a la pena de un año de prisión menor, accesorias
legales, costas y al pago de 6.800.000 pesetas en con-
cepto de responsabilidad civil a la Obra Social Virgen
del Remedio.

2. Los hechos y circunstancias procesales más rele-
vantes para la resolución del presente amparo, sucin-
tamente expuestos, son los que a continuación se
detallan:

a) La demandante de amparo fue absuelta del delito
de estafa que se le imputaba en Sentencia del Juzgado
de lo Penal núm. 4 de Alicante de 19 de abril de 1996,
por entender que no concurrían los elementos típicos
del delito, a partir de los siguientes hechos declarados
probados:

«Probado y así se declara que como consecuen-
cia de la íntima amistad que le unía, y al encontrarse
sola y enferma, Blanca Nieves Peñafiel Martínez,
mayor de edad y sin antecedentes penales, decidió
compartir su hogar y domicilio con Mercedes Cle-
mente Argues, a la que dispensó, hasta el día de
su fallecimiento, ocurrido el 2 de diciembre de
1993, todo tipo de cuidados y atenciones, corres-
pondiéndole Mercedes, además de con su amistad,
autorizándole en la ccte 41.438 del Banco de San-
tander que, le aseguró, a su muerte le corres-
pondería.

Con fecha 22 de noviembre de 1993, en el domi-
cilio de Blanca Nieves y ante Notario, otorgó Mer-
cedes testamento en el que, además de nombrar
albacea al hijo de su bienhechora, acordaba instituir
heredero universal a la Obra Social Virgen del
Remedio, sin que en la literalidad de la institución
se hiciese constar su voluntad, ya expresada con
anterioridad, y reiterada ante otras personas, de
disponer de la ccte en favor de Blanca Nieves, por
entender probablemente que ello no era necesario.

El día 2 de diciembre de 1993 Mercedes falleció,
retirando de la ccte referida Blanca Nieves, dispo-
niendo de ella como propia según la voluntad de
Mercedes, el día 4 de ese mes, 7.200.000 ptas.,
dinero del que parte empleó en otras voluntades
tampoco expresadas literalmente en su disposición
testamentaria por Mercedes tales como un dona-
tivo de 400.000 ptas. en favor de la Parroquia de
San José de Villafranqueza, y, desde luego, en los
gastos funerarios.

Conocida la disposición testamentaria, el alba-
cea puso en conocimiento de la Obra Social la mis-
ma y a su disposición los bienes de la fallecida
con excepción de la ccte del Banco de Santander,
motivando ello, tras diversas gestiones, la interpo-
sición de denuncia por la Obra frente a la hoy
acusada.»

b) El Ministerio Fiscal interpuso recurso de apela-
ción contra dicha Sentencia por error en la valoración
de la prueba, siendo estimado por Sentencia de 12 de
septiembre de 1996 de la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Valencia, que condenó a la recurrente
como autora de un delito de estafa a la pena de un

año de prisión menor, accesorias legales, costas y al
pago de 6.800.000 pesetas en concepto de responsa-
bilidad civil.

c) En dicha Sentencia la Audiencia Provincial, tras
manifestar que «se acepta el Antecedente de hechos
probados de la sentencia apelada», razona que el «re-
curso es atendible y ello por entender que, efectivamente
y a tenor de las pruebas practicadas en el acto del juicio
la conducta de la acusada al disponer el 4 de diciembre
de 1993 de 7.200.000 ptas. de la C.C/nº 41.438 del
Banco de Santander cuya titularidad era única y exclu-
sivamente Dª Mercedes Clemente fallecida 2 días antes
y en la que únicamente constaba como autorizada, falle-
cimiento que no hizo saber a la entidad bancaria, deter-
minó que al ocultar tal circunstancia, se beneficiara direc-
tamente del importe citado en detrimento del heredero
universal designado en la disposición testamentaria, a
favor de la obra Social Virgen del Remedio de Alicante».

3. La demandante de amparo alega la vulneración
de los derechos a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
C.E.), a la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.) y a
la libertad personal (art. 17.1 C.E.).

Considera, en primer término, lesionado su derecho
a la tutela judicial efectiva, con abundante cita de juris-
prudencia constitucional, en cuanto que la Sentencia
condenatoria carecería de motivación tanto en lo ati-
nente a los hechos probados como a la calificación jurí-
dica. Dicha falta de motivación sería tanto más relevante
cuanto la resolución recurrida revoca una Sentencia
absolutoria previa, precisa y profusamente motivada. Se
razona que la falta de motivación afectaría especialmente
a la prueba de la que pueden derivar los hechos, pues
la Sentencia sólo contiene una apelación genérica a las
pruebas practicadas en juicio, sin ninguna identificación
o concreción de la actividad probatoria y de su nexo
con los hechos y del contenido inculpatorio de los mis-
mos respecto de la acusada. Tampoco se habría expre-
sado el nexo causal que une los hechos probados con
los hechos constitutivos de delito.

A la carencia de motivación de la prueba y los hechos
probados, anuda también la vulneración del derecho a
la presunción de inocencia, en cuanto que, al quedar
ocultos los fundamentos probatorios y el proceso lógi-
co-deductivo acerca de la prueba, no sería posible deter-
minar si el proceso deductivo es arbitrario, irracional o
absurdo, y, por tanto, no habría quedado desvirtuada
la presunción de inocencia y la Sentencia condenatoria
carecería de fundamento.

Finalmente se aduce una nueva lesión del derecho
a la tutela judicial efectiva en relación con el derecho
a la libertad y con el deber general de motivación del
art. 120.3 C.E., derivada de la falta de motivación de
la Sentencia en lo que se refiere a la cuantía de la pena
de un año de prisión impuesta. Con abundante cita doc-
trinal y jurisprudencial, se argumenta la necesidad de
explicitar las circunstancias y criterios conforme a los
cuales se determina la pena en un determinado grado
y cuantía, afirmándose, además, que la exigencia de razo-
namiento del alcance del sacrificio del derecho a la liber-
tad forma parte del propio derecho a la libertad del art.
17.1 C.E. Con mención expresa de la STC 224/1992,
se sostiene que la facultad de adoptar una decisión dis-
crecional no implica que el deber de motivar la resolución
se satisfaga con la mera mención del carácter discre-
cional de la decisión, sino que es necesario que la deci-
sión finalmente adoptada exprese el fundamento de la
misma. Finaliza su argumentación con la apelación al
derecho del interesado a conocer el razonamiento segui-
do por el órgano judicial dentro de la discrecionalidad
y los criterios rectores de la misma «para determinar
un concreto o específico quantum de la pena finalmente
impuesta, desterrando cualquier duda, sospecha o som-
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bra de arbitrariedad, capricho, irracionalidad o volunta-
rismo en la aplicación del derecho, pues no olvidemos
la trascendencia de tal específico pronunciamiento que
supone la privación de un bien tan preciado como es
el de la libertad».

4. Por providencia de 27 de enero de 1997, la Sec-
ción Primera acordó admitir a trámite la demanda, y
en aplicación de lo dispuesto en el art. 51 LOTC dirigir
comunicaciones a la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Alicante y al Juzgado de lo Penal núm. 4
de la misma ciudad, para que, en el plazo de diez días,
remitieran, respectivamente, testimonio de las actuacio-
nes del rollo de apelación núm. 294/96 y del juicio oral
núm. 393/95, interesándose al propio tiempo para que
se emplazare a los que fueran parte en el proceso, con
excepción de la recurrente, para su posible compare-
cencia en el proceso de amparo constitucional. Igual-
mente se acordó abrir pieza separada de suspensión,
que, tras las correspondientes alegaciones, dio lugar al
Auto de la Sala Primera de 26 de febrero de 1997 que
acordó la suspensión de la Sentencia impugnada úni-
camente en lo atinente a la pena de prisión impuesta.

5. Por providencia de 17 de marzo de 1997, la Sec-
ción, tras tener por recibidos los emplazamientos, acordó
dar vista de las actuaciones, por un plazo de veinte días,
al Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo, para que
dentro de dicho término, y a tenor de lo dispuesto en
el art. 52 LOTC, pudieran presentar las alegaciones que
estimaren pertinentes.

6. Por escrito registrado el 15 de abril de 1997,
la representación del recurrente, en trámite de alega-
ciones, ratificó la demanda en toda su extensión y reiteró
los fundamentos en que sustenta sus pretensiones.

7. El Ministerio Fiscal, por escrito registrado el 15
de abril de 1997 y cumplimentando el trámite de ale-
gaciones, interesó la estimación del amparo, por enten-
der vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva debi-
do a la insuficiencia de motivación de la calificación jurí-
dica en la Sentencia recurrida. En efecto, el Ministerio
Fiscal comienza advirtiendo que no se ha producido nin-
guna vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
por el hecho de que la Sentencia impugnada no haga
explícitas las razones por las que se impone a la recurren-
te la pena de un año de prisión menor, pues el órgano
judicial habría hecho uso en este punto del arbitrio que
legalmente tiene establecido para imponer la pena den-
tro del grado mínimo. Por el contrario, sí considera el
Fiscal que se ha vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva por ausencia de motivación suficiente de la Sen-
tencia de apelación en cuanto al delito por el que se
condenó a la recurrente. Sostiene el Ministerio Fiscal
que, aceptando la Sentencia dictada en apelación los
hechos probados de la Sentencia apelada sin ninguna
modificación y sin aclaración alguna de los mismos, no
es posible que los mismos hechos probados puedan ser-
vir para dictar una sentencia absolutoria y una sentencia
condenatoria sin decirse nada respecto de que esos
hechos son constitutivos de delito y que la revocación
de un primer pronunciamiento absolutorio exige un
mayor esfuerzo argumentativo que el que se contiene
en la Sentencia impugnada. Finalmente entiende el Fiscal
que en la Sentencia condenatoria sólo se mencionan
genéricamente los requisitos que jurisprudencialmente
se han establecido para considerar la existencia del delito
de estafa, pero sin aplicación de tales requisitos al caso
concreto, lo que no puede considerarse suficiente para
entender cumplidas las exigencias del art. 24.1 C.E.

8. Por providencia de 10 de marzo de 2000, se
señaló el día 13 del mismo mes y año para deliberación

y votación de la presente Sentencia, en que se inició
el trámite que ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. La pretensión de amparo se centra, como se ha
expuesto con detalle en el antecedente tercero, en la
lesión de los derechos a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 C.E.), la presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.)
y la libertad personal (art. 17.1 C.E.).

La vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
se habría producido, en primer lugar, porque la Sentencia
condenatoria dictada por la Audiencia Provincial adolece
de insuficiente motivación tanto en lo atinente a los
hechos probados como en lo referente a la calificación
jurídica de los mismos, toda vez que la Sentencia de
apelación no fundamenta las razones que la llevan a
apartarse de fallo absolutorio de la Sentencia de instancia
al que ésta llega mediante una extensa motivación.

Asimismo se habría vulnerado el derecho a la tutela
judicial efectiva, en relación con el derecho a la libertad
personal, por la ausencia de motivación de la Sentencia
recurrida en lo referente a la cuantía de la pena de un
año de prisión menor impuesta a la solicitante de
amparo.

Finalmente, la recurrente sostiene que la referida
ausencia de motivación de la Sentencia impugnada en
cuanto a la valoración de la prueba y la calificación jurí-
dica de los hechos probados, apartándose de forma irra-
zonable de la absolución acordada en la Sentencia de
instancia, conlleva la lesión del derecho a la presunción
de inocencia, ya que, en definitiva, la recurrente resulta
condenada sin que se haya practicado prueba de cargo
suficiente que desvirtúe esa presunción.

Para el Ministerio Fiscal, la queja relativa a la lesión
del derecho a la presunción de inocencia aparece ínti-
mamente ligada a la queja relativa a la lesión del derecho
a la tutela judicial por insuficiencia de motivación en
la valoración y calificación jurídica de los hechos pro-
bados, debiendo darse la razón a la recurrente y otorgar
el amparo solicitado, a juicio del Ministerio público, por-
que la Audiencia no hace explícitos los razonamientos
que la llevan a la decisión de dictar sentencia conde-
natoria, pese a partir de la aceptación de los mismos
hechos probados que llevaron al Juzgador de instancia
a dictar Sentencia absolutoria.

2. Delimitado en estos términos el núcleo de la
demanda de amparo, conviene precisar que las quejas
relativas a la lesión de los derechos a la presunción de
inocencia y a la tutela judicial efectiva, en cuanto al
supuesto déficit de fundamentación de la Sentencia de
apelación que condenó a la recurrente como autora de
un delito de estafa, deben ser examinadas conjuntamen-
te, dado que, en puridad, como bien advierte el Ministerio
Fiscal, aparecen íntimamente ligadas entre sí y obedecen
a un mismo discurso argumental.

De este modo, nuestro examen debe atender en este
punto a dilucidar si, como sostienen la recurrente de
amparo y el Ministerio Fiscal, la Sentencia recurrida ado-
lece de insuficiencia de motivación tanto en lo referente
a la determinación de los hechos probados como a la
calificación jurídica de los mismos y la pena impuesta,
careciendo de razonamiento explícito tendente a des-
virtuar o poner en evidencia la irrazonabilidad de la abso-
lución de instancia, pues, de verificarse esas supuestas
carencias de motivación, la conclusión no podría ser otra,
en efecto, que el reconocimiento de la existencia de
las lesiones invocadas del artículo 24.1 y 2 C.E.

3. Para dar respuesta cumplida a la cuestión plan-
teada es preciso comenzar recordando que, con arreglo
a nuestra reiterada doctrina, no cabe afirmar que el dere-
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cho a la presunción de inocencia quede vulnerado cuan-
do el órgano judicial de apelación procede a una nueva
valoración de la prueba, sustitutiva de la realizada por
el Juez a quo. Tal posibilidad ha sido repetidamente admi-
tida por este Tribunal, quien ha declarado que «el Juez
o Tribunal de apelación puede valorar las pruebas prac-
ticadas en primera instancia, así como examinar y corre-
gir la ponderación llevada a cabo por el Juez a quo,
dado que el recurso de apelación otorga plenas facul-
tades al Tribunal ad quem para resolver cuantas cues-
tiones se le planteen» (STC 323/1993, de 8 de noviem-
bre, FJ 4, y 172/1997, de 14 de octubre, FJ 4). Y ello
por cuanto el recurso de apelación, como novum iuditium
que es, «conlleva, con el llamado efecto devolutivo, que
el juzgador ad quem asuma la plena jurisdicción sobre
el caso, en idéntica situación que el Juez a quo no sólo
por lo que respecta a la subsunción de los hechos en
la norma sino también para la determinación de tales
hechos a través de la valoración de la prueba» (SSTC
102/1994, de 11 de abril, FJ 3; 120/1994, de 25 de
abril, FJ 2; 277/1994, de 17 de octubre, FJ 2;
157/1995, de 6 de noviembre, FJ 4; 176/1995, de
11 de diciembre, FJ 1; y 172/1997, de 14 de octubre,
FJ 4).

Por tanto, si con los mismos medios de prueba que
llevan a un órgano judicial a dictar un determinado fallo
el Tribunal de apelación llega a un resultado contrario,
no cabe por ello concluir, en absoluto, que se haya pro-
ducido violación alguna de los derechos que enuncia
el artículo 24 C.E., pues, en puridad, se trata de una
discrepancia en la apreciación de la prueba llevada a
cabo por dos órganos judiciales con plena competencia
para ello (art. 117.3 C.E.) y no es dudoso, dada la natu-
raleza y finalidad del recurso, que entre ambas valora-
ciones ha de prevalecer la del Tribunal de apelación (STC
152/1998, de 13 de julio, FJ 2).

4. Por lo que se refiere a la motivación, es doctrina
igualmente reiterada de este Tribunal que la obligación
de motivar las sentencias que el art. 120.3 C.E. impone
a los órganos judiciales, se integra como una de las
garantías protegidas en el derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.), entendido como derecho a obte-
ner una resolución judicial razonablemente fundada en
Derecho.

Las exigencias inmediatas que cumple dicha exigen-
cia de motivación son, de un lado, exteriorizar las reflexio-
nes que han conducido al fallo como factor de racio-
nalidad en el ejercicio de la potestad jurisdiccional, que
paralelamente potencia el valor de la seguridad jurídica,
de manera que sea posible lograr el convencimiento de
las partes en el proceso respecto de la corrección y jus-
ticia de la decisión; de otro, garantizar la posibilidad de
control de la resolución por los Tribunales superiores
mediante los recursos que procedan, incluido este Tri-
bunal a través del recurso de amparo (SSTC 55/1987,
de 13 de mayo, FJ 1; 22/1994, de 27 de enero, FJ
2; 184/1995, de 12 de diciembre, FJ 2; y 47/1998,
de 2 de marzo, FJ 5, entre otras).

Más concretamente, este Tribunal ha reconocido un
deber reforzado de motivación en el caso de las Sen-
tencias penales condenatorias, en cuanto título jurídico
habilitante de la privación del derecho a la libertad per-
sonal (por todas, SSTC 43/1997, de 10 de marzo, FJ
6; 81/1997, de 22 de abril, FJ 4; 116/1998, de 2 de
junio, FJ 4; y 5/2000, de 17 de enero, FJ 2). Conforme
a esta doctrina, el deber de motivación de una Sentencia
penal incluye, en definitiva, la obligación de fundamentar
los hechos y la calificación jurídica (SSTC 27/1993, de
25 de enero, FJ 2 y 193/1996, de 26 de noviembre,
FJ 3), así como la pena finalmente impuesta (SSTC
193/1996, de 26 de noviembre, FJ 3; 43/1997, de
25 de enero, FJ 2; y 47/1998, de 2 de marzo, FJ 6;

ATC 204/1996, de 15 de julio, FFJJ 3 y 4). Es decir,
los Tribunales deben hacer explícitos en la resolución
los elementos de convicción que sustentan la declaración
de los hechos probados, a fin de acreditar la concurrencia
de prueba de cargo capaz de enervar la presunción de
inocencia, y asimismo ofrecer un razonamiento jurídico
lógico y sustentado en valores constitucionalmente acep-
tables de la fundamentación que sostiene la subsunción
de los hechos declarados probados en la norma penal
aplicada.

Ahora bien, ello no significa que el derecho a la tutela
judicial efectiva garantice ni el acierto o corrección jurí-
dica de la fundamentación, ni el triunfo de las preten-
siones de las partes, como también hemos dicho rei-
teradamente (SSTC 50/1988, de 22 de marzo, FJ 2;
22/1994, de 27 de enero, FJ 2; y 107/1994, de 11
de abril, FJ 2, por todas), siendo únicamente atribución
de este Tribunal controlar si el órgano judicial ejercitó
su función jurisdiccional sometido al imperio de la Ley,
como exige el art. 117.1 C.E. La tarea asignada a este
Tribunal requiere tan sólo verificar si la Sentencia impug-
nada «hace referencia a la manera en que debe inferirse
de la Ley la resolución judicial y expone las conside-
raciones que fundamentan la subsunción del hecho bajo
las disposiciones legales que aplica» (STC 55/1987, de
13 de mayo, FJ 1). Expresado en otros términos, «la
esencia del control a desarrollar por este Tribunal es...
comprobar la relación directa y manifiesta existente entre
la norma que el Juzgador declara aplicable y el fallo
de la resolución, exteriorizada en la argumentación
jurídica de la misma» (STC 22/1994, de 27 de enero,
FJ 2).

5. Sentado lo anterior, procede ahora aplicar la doc-
trina expuesta al caso que nos ocupa a fin de determinar
si la motivación contenida en la Sentencia impugnada
cumple las exigencias constitucionales a que se ha hecho
referencia, y sin que este Tribunal pueda entrar a valorar
el mayor o menor acierto en su fundamentación, pues
ésta es cuestión que no le compete, por ser de estricta
legalidad ordinaria, como ha quedado señalado.

En esta operación de interpretación y valoración de
los hechos sometidos a su conocimiento, la Audiencia
discrepa del Juzgador de instancia en un elemento esen-
cial. Para éste, la creencia de la recurrente de estar obran-
do legítimamente al disponer de la cuenta corriente de
la finada (convicción fundada en que ésta le había ase-
gurado que le correspondería a su muerte la cantidad
existente en dicha cuenta) excluye la existencia de delito
de estafa, porque no ha existido engaño. Por el contrario,
para la Audiencia Provincial la exoneración de respon-
sabilidad penal de la recurrente únicamente podría venir
determinada por la existencia de un error esencial e
invencible, que la Audiencia estima que no concurre en
el presente caso, toda vez que la recurrente conocía
que la última voluntad expresada en testamento por la
causante no contenía disposición alguna que la legiti-
mase para disponer de la cuenta, ya que en dicho tes-
tamento (otorgado en el domicilio de la recurrente y
en el que fue nombrado albacea el hijo de ésta) se nom-
braba heredera universal de los bienes de la causante
a la Obra Social Virgen del Remedio, sin exclusión alguna.

Por lo que se refiere a la motivación de la calificación
jurídica, podría asimismo admitirse en principio que, pese
a la innegable deficiencia en la redacción de los fun-
damentos jurídicos de la Sentencia impugnada (pues
ni siquiera cita expresamente los preceptos del Código
Penal aplicables al delito de estafa por el que se condena
a la recurrente), ésta cumple las exigencias mínimas de
la doctrina constitucional. Ello es así por cuanto la
Audiencia considera que en la conducta de la recurrente
concurren los elementos objetivos y subjetivos que con-
figuran el delito de estafa que se le imputa (engaño,
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disposición patrimonial fraudulenta, perjuicio económi-
co), exteriorizando la forma en que los hechos pueden
ser subsumidos lógicamente en el tipo penal, pues la
Sentencia razona que la recurrente retiró la práctica tota-
lidad de la cantidad existente en una cuenta corriente,
en la que únicamente figuraba como autorizada, dos
días después del fallecimiento de la titular de dicha cuen-
ta, ocultando la circunstancia del fallecimiento a la enti-
dad bancaria, y en detrimento económico de la entidad
designada como heredera universal de los bienes de
la causante, según la última voluntad de ésta, expresada
inequívocamente en el testamento otorgado ante Notario
pocos días antes de su fallecimiento.

Sin embargo, el cumplimiento de las exigencias míni-
mas de motivación quiebra cuando se deduce de la pena
aplicada en la Sentencia impugnada (un año de prisión
menor) que la calificación jurídica de los hechos no ha
sido la propia del delito básico de estafa, sino la corres-
pondiente al delito agravado, como seguidamente se
verá al abordar la alegada lesión del derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.), en relación con el dere-
cho a la libertad personal (art. 17.1 C.E.).

6. Ha de tenerse en cuenta que de los antecedentes
del caso se infiere que la figura delictiva aplicada fue
el tipo agravado de estafa por el especial valor de la
defraudación, apreciando dicha circunstancia como muy
cualificada (art. 528 en relación con el art. 529.7 del
Código Penal, texto refundido 1973) sin que dicha cali-
ficación fuera ni mencionada ni fundamentada en ningún
lugar de la Sentencia impugnada. En efecto, de la impu-
tación realizada por el Ministerio Fiscal en el escrito de
acusación —que sólo se menciona en los antecedentes
de la Sentencia de primera instancia— y de la pena final-
mente impuesta se deduce que la figura delictiva apli-
cada fue el tipo agravado y no el tipo básico de estafa,
pues, de conformidad con el art. 528, párrafo 2, C.P.
de 1973, la pena de un año de prisión menor se encuen-
tra en el quantum de pena aplicable a los supuestos
de estafa en los que concurran dos circunstancias agra-
vantes de las reguladas en el art. 529 C.P. de 1973
(salvo que concurriesen las circunstancias 1 ó 7 con
la 8, en cuyo caso la pena prevista es la de prisión mayor),
o una muy cualificada. Por el contrario, para el delito
de estafa sin agravantes la pena prevista es la de arresto
mayor (art. 528, párrafo 2, C.P. de 1973), cuya duración
no sería superior a seis meses en su grado máximo (art.
30 C.P. de 1973).

Pues bien, aquí está cabalmente el déficit de moti-
vación que se observa en la Sentencia recurrida, ya que
resulta imposible conocer cuál sea la argumentación que
ha llevado al órgano judicial a la convicción de que con-
curría la circunstancia agravante prevista en el art. 529.7
C.P. de 1973. Cierto es que la mera apreciación de si
concurren o no circunstancias agravantes es una cues-
tión de estricta legalidad ordinaria que corresponde en
exclusiva a los Jueces y Tribunales (al igual que hemos
dicho respecto de las circunstancias atenuantes y exi-
mentes en SSTC 211/1992 y 133/1994), pero esa apre-
ciación, en cuanto afecta a un derecho fundamental
como es la libertad personal (art. 17.1 C.E.) ha de venir
suficientemente motivada. En el presente caso no puede
considerarse suficiente la fundamentación de los pre-
supuestos fácticos del elemento agravatorio pues aun-
que la Audiencia, al establecer la indemnización por res-
ponsabilidad civil, fija en 6.800.000 ptas. el perjuicio
causado (cifra resultante de restar a la suma de
7.200.000 ptas. que se encontraban en la cuenta
corriente de la finada y de la que la acusada dispuso,
el donativo que por importe de 400.000 ptas. entregó
a una parroquia, en cumplimiento de voluntades de la
finada no expresadas en testamento, según consta en
los hechos probados, sin que la Audiencia tome en cuen-

ta que también se afirma que empleó parte de esa suma
en los gastos funerarios, cuyo importe no consta), no
se encuentra en la Sentencia impugnada argumento
alguno que permita conocer cuál es la razón que lleva
a la Audiencia a considerar que una estafa de esa cuantía
implica una especial gravedad, ni tampoco se exterioriza
la ratio decidendi de su consideración como estafa muy
cualificada. O dicho de otra forma: resulta imposible
conocer cuáles fueron las razones que llevaron a la
Audiencia a considerar que los hechos debían conside-
rarse como constitutivos de un delito de estafa agravado,
determinante de la imposición de la pena de prisión
menor.

No nos encontramos, pues, ante un supuesto en el
que el órgano judicial, cumpliendo su legítima función
en cuanto a la individualización de la pena, haya hecho
uso del arbitrio legalmente establecido para imponerla,
dentro de los grados previstos para el delito de estafa
del que la recurrente en amparo fue acusada, en cuyo
caso nuestro control se limitaría a verificar que el quan-
tum de la pena impuesta no resulte manifiestamente
arbitrario o irrazonable (por todas STC 47/1998, de 2
de marzo, FJ 6).

Por el contrario, se trata, sencillamente, de que el
órgano judicial ha impuesto una pena que está prevista
para los supuestos de estafas agravadas (prisión menor),
sin motivar la concurrencia de la circunstancia agravante,
con el carácter de muy cualificada, que parece que ha
aplicado (la prevista en el art. 529.7 C.P., esto es, que
la estafa revistiere especial gravedad atendiendo al valor
de la defraudación), que es lo que justificaría la impo-
sición de esa pena privativa de libertad, más grave que
la prevista para el delito básico de estafa (arresto mayor).
Esta ausencia de exteriorización de las razones que llevan
al órgano judicial a apreciar la concurrencia de la cir-
cunstancia agravante, con el carácter de muy cualificada,
que ha aplicado, determina el incumplimiento del deber
constitucional de motivación reforzada de las Sentencias
penales condenatorias del que antes se ha hecho
mención.

Por consiguiente, ha de darse la razón a la recurrente
en que la ausencia de fundamentación de la pena de
un año de prisión menor impuesta en la Sentencia impug-
nada generó la lesión del derecho a la tutela judicial
efectiva en relación con el derecho a la libertad personal
(arts. 24.1 y 17.1 C.E.), pues esa falta de motivación
determina que la duración de la privación de libertad
no haya quedado fundada de manera razonable y no
arbitraria.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo, y en su virtud:
1.o Reconocer a la recurrente su derecho a la tutela

judicial efectiva (art. 24.1 C.E.), en relación con el dere-
cho a la libertad personal (art. 17.1 C.E.).

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Alicante de 12
de septiembre de 1996.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento anterior
a dictarse dicha Sentencia, al efecto de que la Audiencia
Provincial dicte otra ajustada a los derechos a la tutela
judicial efectiva y a la libertad personal.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».
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Dada en Madrid, a veintinueve de mayo de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

12311 Sala Primera. Sentencia 140/2000, de 29 de
mayo de 2000. Recurso de amparo 4.216/1996.
Promovido por don Alberto Jesús Negrón
Navarro respecto a la Sentencia y al Auto de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacional que, en un contencioso
contra el Ministerio de Defensa por inutilidad
física ajena a acto de servicio, denegaron su
demanda y el recibimiento a prueba. Vulne-
ración del derecho a la prueba: denegación
del recibimiento a prueba, sin posibilidad de
subsanación, por no expresar los puntos de
hecho en el otrosí de la demanda, pero que
sí venían claramente expresados en el cuerpo
de la demanda.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.216/96 interpuesto
por don Alberto Jesús Negrón Navarro, representado
por el Procurador don Carlos Navarro Gutiérrez y asistido
del Letrado don José Francisco Lorenzo Rodríguez, con-
tra el Auto de 3 de julio de 1996 y la Sentencia de
4 de octubre de 1996 dictados por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el
recurso contencioso-administrativo núm. 1.116/95. Han
intervenido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado.
Ha sido Ponente la Magistrada doña María Emilia Casas
Baamonde, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el día 21 de noviembre de 1996,
procedente del Juzgado de Instrucción de guardia de
esta capital donde se había registrado el anterior día
20 de noviembre, don Alberto Jesús Negrón Navarro
manifestó su intención de recurrir en amparo frente al
Auto y la Sentencia dictados por la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, el 3 de
julio y el 4 de octubre de 1996, respectivamente, por
lo que solicitó el nombramiento y designación de sendos
profesionales que le defendiesen y representaran res-
pectivamente ante esta sede de amparo.

2. Por providencia de 2 de diciembre de 1996, la
Sección Segunda de este Tribunal acordó conceder al
recurrente un plazo de diez días para que, conforme
a lo dispuesto en los arts. 12 de la Ley 1/1996,
de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita,
y 50.5 LOTC, al no haber gozado del beneficio de justicia
gratuita en la vía judicial previa, acreditase haber dirigido
dicha petición al Servicio de Orientación del Colegio de
Abogados de Madrid. Cumplimentado el requerimiento

anterior, se recibió oficio del Ilustre Colegio de Abogados
de Madrid, registrado de entrada el 30 de enero de 1997,
confirmado por resolución de la Comisión de Asistencia
Jurídica Gratuita del Ministerio de Justicia, de 17 de
febrero de 1997, comunicando la denegación de la asis-
tencia jurídica gratuita, que fue impugnada ante el órga-
no judicial competente.

3. En fecha 3 de noviembre de 1997, se presentó
por el recurrente escrito de formalización de la demanda
de amparo, representado por el Procurador de los Tri-
bunales y defendido por el Letrado reseñados en el enca-
bezamiento de la presente resolución, frente a la Sen-
tencia de 4 de octubre de 1996 de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dictada
en el recurso núm. 1.116/95 y al Auto de 3 de julio
de 1996 de esa misma Sala.

4. Los hechos en que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Don Alberto Jesús Negrón Navarro, en su propio
nombre y derecho, interpuso ante la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional el
recurso contencioso-administrativo núm. 1.116/95 con-
tra la Resolución del Ministerio de Defensa, de fecha
20 de febrero de 1995, sobre declaración de inutilidad
física ajena a acto de servicio.

En el expediente administrativo remitido constaba
que se habían evacuado diversos informes médicos por
varios Tribunales Médicos Militares, en cuya virtud se
dictaminaba que la enfermedad, que supuestamente
padecía el recurrente, estaba incluida en el Grupo Pri-
mero, Letra C, núm. 7, del Cuadro Médico de Exclusiones,
al diagnosticarse, con fecha 25 de enero de 1994, como
«un trastorno esquizo afectivo con sintomatología psi-
cótica productiva, en la actualidad de tipo delirante
expansiva y que se encuentra en evolución desde hace
aproximadamente tres años...».

Al formalizar la demanda, y dado que, a su tenor,
su verdadero estado psíquico no concordaba con los
diagnósticos médicos evacuados, aportó con la misma
un dictamen del Centro Psicológico de Tenerife de 23
de marzo de 1994, en el que se establecía que «realizado
el análisis de los resultados concluimos que don Alberto
posee una capacidad intelectual muy válida para el
desarrollo de sus actividades profesionales, no aprecián-
dose ningún tipo de deterioro o secuelas debidas a las
crisis padecidas por el mismo». Y finalizaba sentando
que «por tanto, no consideramos que las alteraciones
que se aprecian sean de tipo incapacitante para el ejer-
cicio de sus tareas profesionales».

A juicio del recurrente, la evidencia de la contradic-
ción palmaria entre el diagnóstico evacuado por los órga-
nos médicos militares y el dictamen aportado por él mis-
mo hacía que el recurso quedara circunscrito a una defi-
nitiva prueba pericial, a practicar durante el período pro-
batorio del recurso contencioso-administrativo, que dic-
taminara, con todas las garantías procesales, sobre la
veracidad o no de la supuesta enfermedad que padecía
el recurrente. Y por este motivo, y sabiendo que la única
controversia fáctica existente en el proceso contencio-
so-administrativo era la del diagnóstico de su supuesta
enfermedad, es por lo que solicitó, mediante otrosí, el
recibimiento del proceso a prueba.

b) Tras contestarse a la demanda por el Abogado
del Estado, se dictó Auto de fecha 3 de julio de 1996,
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional, acordándose «no haber lugar al reci-
bimiento a prueba del presente recurso, sin perjuicio
de que se acuerde para mejor proveer».

El referido Auto le fue notificado personalmente al
recurrente, omitiéndose en el mismo la preceptiva in-
formación de los recursos procedentes, prevista en el
art. 248.4 L.O.P.J.


